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Dadas las diferentes interpretaciones que el Ministerio del Trabajo ha dado del artículo 
63 de la Ley 1429 de 2010, referente a tercerización laboral ilegal en punto de las 
actividades misionales, se ha generado una incertidumbre jurídica sintetizada en 
establecer si esta tercerización de actividades misionales se encuentra prohibida por sí 
sola o necesariamente deben transgredirse los derechos laborales y prestacionales de 
los trabajadores. 
 
Tras analizar las diferentes posturas normativas, jurisprudenciales y decisiones del 
Ministerio del Trabajo, se concluye que el entendimiento de dicha norma debe ser la que 
catalogue como tercerización laboral ilegal, aquella que aparte de comprender 
actividades misionales, también afecte los derechos laborales y prestacionales de los 
colaboradores. 
 
De este modo, el Ministerio del Trabajo con sus posiciones divergentes, ha tomado 
decisiones totalmente contradictorias entre sí en procesos sancionatorios, generando 
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Currently, given the different interpretations that the Ministry of Labor has given to the 
content of Article 63 of Law 1429 of 2010, regarding what is understood by illegal 
labor outsourcing in terms of missional activities, legal uncertainty has been 
generated  that is synthesized in establishing if the only outsourcing of missional activities 
is prohibited, or if in addition it is demanded that with this activity the labor rights and 
social benefits of the workers are transgressed. 
 
After analyzing the different normative, jurisprudential positions and decisions of the 
Ministry of labor, one concludes that the understanding of the above mentioned norm 
must be the one that it catalogues like outsourcing illegally labor, that one that apart 
from containing missional activities, also affects the labor laws and benefits  of the 
collaborators. 
 
The Ministry of Labor, as a result of its divergence in positions, has issued decisions in 
sanctions that are totally contrary to each other, which generate more legal uncertainty 

















En el marco de los procesos productivos que se desarrollan en el campo empresarial y 
dada la necesidad de potencializar los mismos, se plantea la necesidad de tercerizar 
algunos de esos procesos, de tal manera que un determinado sector especialista en el 
tema pueda concurrir, proyectar y obtener mejores resultados que a la par, se reflejen en 
el mejoramiento de las garantías laborales de las personas que participan. 
 
Ahora bien, para que con esto no se afecten los derechos laborales de los trabajadores, 
especialmente de la empresa contratista, la normatividad laboral ha indicado que todo 
personal requerido en una empresa para el desarrollo de actividades misionales, no 
podrá estar vinculado a través de Cooperativas de Trabajo Asociado o alguna modalidad 
que “afecte los derechos constitucionales, legales y prestacionales consagrados en las 
normas laborales vigentes” (Art. 63, Ley 1429 de 2010). 
 
El anterior apartado legal ha sido objeto de diversas interpretaciones por parte del 
MinTrabajo, que a través de diferentes normas, entre ellas el Decreto 583 de 2016 y la 
Resolución 5670 de 2016, intenta denotar que la sola tercerización de actividades 
misionales se encuentra prohibida, sin analizar si con la misma se cumple o no el 
segundo requisito expuesto por el artículo 63 de la Ley 1429 de 2010, para constatar 
violación o no de los derechos laborales de los trabajadores. 
 
En este escenario, emite pronunciamientos que contrarían las disposiciones legales 
dando pie a inseguridad jurídica y, en consecuencia de la misma distorsión de la norma, 
impone sanciones de hasta 50.000 SMLMV a las empresas, donde otra dependencia del 
mismo ministerio revoca con criterios completamente diferentes.  
 
Por ello, este artículo pretende mostrar el lineamiento jurídicamente correcto que debería 
darse al contenido del artículo 63 de la Ley 1429 de 2010, todo esto mediante el análisis 
de caso, jurisprudencia del Consejo de Estado y normatividad que permita generar una 
postura crítica sobre el alcance de las determinaciones actuales del Ministerio del 




PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA Y METODOLOGÍA 
 
El Congreso de la República con la expedición de la Ley 1429 de 2010, integró al 
ordenamiento jurídico colombiano la prohibición concerniente a que el personal requerido 
en una empresa no podrá ser vinculado bajo una (i) modalidad de contratación diferente 
al contrato de trabajo, y (ii) que afecte los derechos constitucionales, legales y 
prestacionales consagrados en las normas laborales vigentes. Es decir, impuso dos 
exigencias para que dicha prohibición sea aplicable. (Ley 1429, 2010, art. 63). 
Por su parte, el MinTrabajo ha expedido diferentes normas de las que se concluye que 
no es posible tercerizar actividades misionales, sin tener en cuenta el requisito del 
respeto de los derechos laborales de los trabajadores, por cuanto expresa que dicha 
conducta por sí sola es un indicador de tercerización laboral ilegal. 
En la actualidad, dados los múltiples pronunciamientos del ministerio a través de 
decretos y resoluciones proferidas entre los años 2016 y 2018, ha generado 
incertidumbre jurídica respecto a la posibilidad que tienen las empresas de tercerizar 
actividades misionales, respetando los derechos constitucionales, legales y 
prestacionales consagrados en las normas laborales vigentes, como lo permite el artículo 
63 de la Ley 1429 de 2010. 
Es así que al evidenciarse la divergencia jurídica entre la norma legal y los 
pronunciamientos normativos de este ministerio que también tienen fuerza vinculante, 
las empresas no tercerizan actividades misionales en las que se respeten los derechos 
laborales, constitucionales y prestacionales del empleado para evitar las sanciones 
administrativas de hasta 5.000 SMLMV que puede imponer el MinTrabajo, 
fundamentándose en un procedimiento administrativo basado en sus propias normas. 
A la par y durante el año 2018, el Consejo de Estado suspendió y anuló normas del 
MinTrabajo contenidas en el Decreto 583 de 2016, pues concluyó que dicha entidad 
gubernamental excedió su facultad reglamentaria al expedir tal decreto, especialmente 
al definir qué se entendía por tercerización ilegal en el punto de actividades misionales2. 
Con el Decreto 683 de 2018 se derogó expresamente el 583 de 2016, en su lugar se 
expidió posteriormente la Resolución 2021 de 2018, creando nuevamente los aspectos 
que determinan las sanciones a imponerse si se tercerizan actividades misionales. 
Aquí, claramente surge una incertidumbre frente a la posibilidad de tercerizar actividades 
misionales, siempre y cuando se respeten los derechos laborales de las personas, 
teniendo en cuenta los diferentes pronunciamientos del Consejo de Estado y lo 
estipulado en el artículo 63 de la ley 1429 de 2010, contra los decretos y resoluciones 
expedidos por el MinTrabajo en sentido opuesto. 
Este evento ha generado por un lado, que los empleadores no tengan certeza sobre la 
posibilidad de tercerizar o no actividades misionales, siempre que se respeten los 
derechos laborales de los trabajadores, y por otro, que cuando se hace uso de dicha 
opción legal, les han impuesto sanciones económicas argumentando el desconocimiento 
de las normas expedidas para tal fin. Sin embargo, estos baches en la normatividad que 
envuelve la tercerización laboral debido no solo a las disposiciones del MinTrabajo, sino 
también al Congreso de la República al expedir normas con fuerza de ley que lo permite, 
afecta directamente a los empleadores que pretenden utilizar esta figura como 
posibilidad legal.  
Bajo esta perspectiva la finalidad de este artículo es determinar cuál debería ser el 
camino a seguir por parte las autoridades judiciales y administrativas para evitar la 
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incertidumbre jurídica frente a la posibilidad de tercerizar actividades misionales en el 
marco de los procesos productivos de las empresas y la reglamentación del gobierno 
nacional que contraría normas legales, dando pie a procesos administrativos 
sancionatorios del MinTrabajo. 
Para ello y en aras de ofrecer un panorama claro que permita concluir si existe posibilidad 
de tercerizar actividades misionales en el outsourcing, se analizó el artículo 63 de la Ley 
1429 de 2010 expedida por el Congreso de la República, el Decreto 583 de 2016, 
Resolución 5670 de 2016; decisiones del Consejo de Estado del 15 de marzo de 2017 y 
27 de julio de 2017, en el proceso de nulidad con radicado 11001032500020160048500 
(2218-2016); el Decreto 683 de 2018 y Resolución 2021 de 2018 y se expondrá un caso 
donde este ministerio impuso sanciones administrativas por el presunto desconocimiento 






Inicialmente, debe indicarse que la figura de outsourcing o contratista independiente, 
representa a aquel verdadero empleador “que contrata la ejecución de una o varias obras 
o la prestación de servicios en beneficios de terceros, por un precio determinado, 
asumiendo todos los riesgos, para realizarlos con sus propios medios y con libertad y 
autonomía técnica y directiva” (Código Sustantivo del Trabajo, artículo 34). 
 
En este escenario, para la debida implementación de la figura del outsourcing hay que 
partir de la necesaria presencia de tres integrantes, a saber: (i) contratante, (ii) contratista 
y (iii) trabajadores del contratista. Así, los trabajadores del contratista prestan 
determinado servicio que requiere el contratante, pero cuya responsabilidad de ejecución 
se encuentra en cabeza del contratista. 
Atendiendo dicha realidad social y laboral, relacionada con la presencia de terceros que 
prestaban servicios para un empleador bajo su propia autonomía técnica, administrativa 
y financiera, el Congreso de la República se encargó de emitir pronunciamientos 
normativos que tenían como finalidad regularizar tal relación, evitando que se generaran 
trasgresiones de los derechos laborales y prestacionales de los trabajadores. 
 
De este modo se expidió la Ley 1429 de 2010, que tenía como objetivo principal la 
formalización y generación de empleo, como se observa en el artículo primero, pero que 
en el marco de los temas regulados, también emitió directrices sobre las formas de 
vinculación existentes, entre ellas la tercerización laboral. 
 
Para el efecto, se dispuso en el artículo 63 de la ley previamente referida, que en palabras 
del legislador: “El personal requerido en toda institución y/o empresa pública y/o privada 
para el desarrollo de las actividades misionales permanentes no podrá estar vinculado 
(…) bajo ninguna otra modalidad de vinculación que afecte los derechos constitucionales, 
legales y prestacionales consagrados en las normas laborales vigentes”. 
 
Del supuesto normativo previamente citado, se puede desprender sin equívocos que el 
legislador se empeñó en otorgar dos requisitos sine qua non para poder catalogarse 
como prohibida la vinculación de personal requerido por una institución pública o privada, 
diferente al personal vinculado directamente, para el desarrollo de actividades misionales 
permanentes. El primero, que se trate de otra modalidad de vinculación, naturalmente 
diferente a la contratación directa mediante contrato de trabajo por parte del contratante, 
y el segundo, que dicha vinculación afecte los derechos constitucionales, legales y 
prestaciones consagrados en la normatividad laboral. 
 
No puede ser de otro modo el entendimiento a una expresión legislativa que clarificó de 
manera puntual, cuándo se incurre en una tercerización laboral ilegal o, en otros 
términos, cuándo se encuentra prohibida la vinculación de personal requerido para 
actividades misionales por terceros. 
 
El Ministerio del Trabajo con legítimos esfuerzos de clarificar el entendimiento de la 
tercerización laboral ilegal, expidió el Decreto 583 de 2016, el cual tenía como uno de 
sus objetivos reglamentar el artículo 63 de la Ley 1429 de 2010, y emitir algunas 
definiciones pertinentes que facilitaran la comprensión del artículo desarrollado. 
 
En efecto, el anterior precepto normativo indicó que se entendía como tercerización 
laboral, aquella vinculación donde un proveedor para obtener bienes y servicios, 
respetaba las normas laborales vigentes, pero esto confundió claramente los conceptos 
de contratista y proveedor, dando como resultado  tercerización laboral ilegal cuando 
confluyan dos elementos: 
Se vincula personal para desarrollo de las actividades misionales permanentes a través 
de un proveedor de los mencionados en este decreto, y se vincula personal de una forma 
que afecte los derechos constitucionales, legales y prestacionales consagrados en las 
normas laborales vigentes. (Decreto 583 de 2016, art. 2.2.3.2.1, num. 6) 
No obstante y pese a la aparente claridad conceptual que la anterior definición contenía, 
el Decreto 583 de 2016, desconociendo en sí mismo tal definición, consagró además que 
existían elementos indicativos de tercerización laboral ilegal, entre ellos, que se 
contratara a un proveedor, cuyo significado en términos del numeral 4, artículo 2.2.3.2.1 
del referido decreto se asemeja a contratista, para “hacer las mismas o sustancialmente 
las mismas labores que realizaban para el beneficiario y los trabajadores no fueron 
expresamente informados por escrito”. (Numeral 1, art. 2.2.3.2.3). 
 
Tales elementos indicativos debían ser los parámetros que el MinTrabajo tuviera en 
cuenta, en desarrollo de los procedimientos administrativos sancionatorios que se 
llegasen a adelantar hasta por 5.000SMLMV, cuando de acuerdo con las definiciones y 
elementos indicativos consagrados en el Decreto 583 de 2016, se constatara a su juicio 
la existencia de un acto de tercerización laboral ilegal. 
 
Ni del contenido del artículo 63 de la Ley 1429 de 2010, ni de las definiciones contenidas 
en el mismo Decreto 583 de 2016 relacionadas con tercerización laboral ilegal, se podía 
colegir o desprender el hecho que unos trabajadores contratados realicen para un 
contratante labores similares o sustancialmente similares a las que este realiza, se pueda 
entender como tercerización laboral ilegal, pues desde el año 2010, con la redacción de 
la norma legislativa citada, se ha exigido un segundo y principal elemento, el cual 
corresponde a que con dicha vinculación se afecten “los derechos constitucionales, 
legales y prestacionales consagrados en las normas laborales vigentes” (Ley 1429 de 
2010, artículo 63). 
 
Pues bien, al ser tales elementos criterios indicativos para guiar las investigaciones del 
MinTrabajo, generaron una incertidumbre jurídica que conlleva al siguiente interrogante, 
aún se exigían las dos condiciones expresadas por la Ley 1429 de 2010, en su artículo 
63, o si basados en tales elementos indicativos, la sola contratación a través de un 
contratista mediante la modalidad de outsuorcing de servicios que correspondan con 
actividades similares a las del contratante, así no se afecten los derechos laborales y 
prestacionales de los trabajadores, podía entenderse o no como tercerización laboral 
ilegal. 
 
Fue así que el Consejo de Estado, argumentando que el Gobierno Nacional a través del 
MinTrabajo, había excedido su facultad reglamentaria, mediante auto del 16 de marzo 
de 2017, decretó la suspensión provisional de los efectos de los numerales 4 y 6 del 
artículo 2.2.3.2.1. del Decreto Único Reglamentario del Sector Trabajo, los cuales fueron 
adicionados por el artículo primero del Decreto 583 de 2016. Posteriormente, en 
sentencia proferida el 06 de julio de 2017, dicha corporación declaró la nulidad de los 
numerales previamente suspendidos.  
 
En la providencia que declaró la nulidad de los apartes del Decreto 583 de 2016, indicó 
la alta corporación que: 
(…) Los enunciados normativos demandados desbordan materialmente el contenido 
esencial del artículo 63 de la Ley 1429 de 2010, el cual hace referencia a la prohibición 
de contratar personal (…) bajo ninguna otra forma de vinculación de intermediación 
laboral, para desarrollar actividades misionales permanentes en los sectores público y 
privado, mientras que la norma reglamentaria, regula aspectos relacionados con la 
tercerización laboral, dentro de la cual ubica todos los mecanismos legales de 
intermediación laboral, aspectos estos que no están comprendidos en la referida ley. 
(Consejo de Estado, radicado 11001032500020160048500, auto del 26 de marzo de 
2017) 
El máximo tribunal de lo contencioso administrativo si bien encuentra que en principio 
existió un desbordamiento de la facultad de reglamentación atribuida al ejecutivo, y 
decide suspender provisionalmente algunos apartes del Decreto 583 de 2016, también 
intenta definir el alcance el artículo 62 de la Ley 1429 de 2010, argumentando, de manera 
desfavorable, que dicha normatividad prohibió la vinculación por alguna figura de 
tercerización laboral para desarrollar actividades misionales permanentes, pero olvida de 
manera tajante mencionar el requisito necesario para la trasgresión de los derechos 
laborales y prestacionales de dichos trabajadores, como condición necesaria para 
materializar y hablar de tercerización laboral ilegal. 
Al respecto del Decreto 583 de 2016, el abogado laboralista Diego Felipe Valdivieso 
Rueda afirma en su artículo en la sección de comunidad contable de la revista LEGIS, 
que:  
A primera vista, el decreto identifica comportamientos reprochables y los sanciona, pero 
a pesar de la loable intención, el resultado de la reglamentación es desafortunado; 
confunde los tipos de tercerización y los desnaturaliza, contradice la ley que reglamenta 
y otorga facultades al inspector de trabajo que desbordan sus competencias. (2016) 
En punto de los efectos de la sentencia del Consejo de Estado, al declarar la nulidad de 
los numerales 4 y 6 del decreto antes mencionado, excluyó del ordenamiento jurídico los 
apartes normativos que definían qué se entendía por beneficiario y proveedor, conceptos 
que abarcaban tanto al contratante y al contratista; y qué se entendía por tercerización 
laboral y por tercerización laboral ilegal, conforme lo contemplaba el numeral 6 anulado. 
Sin bien se anularon los anteriores apartes, no se hizo con los elementos indicativos y 
controversiales de tercerización laboral ilegal, entre los que se encontraba, la 
contratación para “hacer las mismas o sustancialmente las mismas labores que 
realizaban para el beneficiario y los trabajadores no fueron expresamente informados por 
escrito” (num 1, art. 2.2.3.2.3). 
Tal elemento indicativo se mantenía, teniendo en cuenta que el artículo 2.2.3.2.3 del 
Decreto 583 de 2018 que los contenía no había sido anulado, no obstante sí haberse 
excluido del ordenamiento jurídico la definición de beneficiario y proveedor, y la definición 
que tal decreto había creado sobre tercerización laboral ilegal. 
Con la desintegración del contenido del Decreto 583 de 2016, dada la anulación de 
algunos de sus apartes principales por el Consejo de Estado en las providencias citadas, 
el MinTrabajo emitió el Decreto 683 del 18 de abril de 2018, mediante el cual se derogó 
expresamente y de manera integral el Decreto 583 de 2016, argumentando que “revisada 
la sentencia en mención, se evidencia que los contenidos normativos que fueron objeto 
de nulidad constituyen elementos fundamentales para la aplicación de las disposiciones 
incluidas en el Capítulo 2 del Título 3 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1072 de 2015 
(Decreto 683 de 2018, parte considerativa). 
Desde la vigencia del Decreto 583 de 2016, el 08 de abril de 2016, hasta la fecha de 
derogatoria expresa de dicha norma, mediante el Decreto 683 del 18 de abril de 2018, el 
MinTrabajo tuvo a su cargo investigaciones administrativas en proceso sancionatorio, 
donde se fundamentó en el contenido del Decreto 583, por cuanto dicha norma 
continuaba vigente, aún con la suspensión provisional decretada por el Consejo de 
Estado y posterior anulación, dado que estas se circunscribieron solo a los numerales 4 
y 6 del artículo 2.2.3.2.1. del Decreto 583 de 2016, pero no al decreto completo, como 
los elementos indicativos de tercerización ilegal. 
Las sanciones impuestas en este interregno, se fundamentaron en el contenido del 
Decreto 583 de 2016, especialmente en los elementos indicativos de tercerización laboral 
ilegal, desconociendo de manera clara el contenido inicial del artículo 63 de la Ley 1429 
de 2010, pero, por otro lado, se compadecían con uno de los elementos indicativos que 
tal decreto contenía, generando una inseguridad jurídica que afectaba el correcto 
entendimiento del contenido de la prohibición legal. 
Por último y con la expedición de la Resolución 2021 del 09 de mayo de 2018 por parte 
del MinTrabajo, se establecen los lineamientos para la inspección, vigilancia y control 
que se adelanta frente al artículo 63 de la Ley 1429 de 2010, en términos similares a los 
que contenía en su momento el Decreto 583 de 2016. 
Aquí nuevamente aparece la incertidumbre, ya que se debe considerar si la sola 
contratación de un servicio por parte de un contratante a un contratista, relacionado con 
actividades misionales, genera tercerización laboral ilegal o se exige también la 
necesaria afectación de los derechos laborales y prestacionales de los trabajadores 
vinculados. 
Si bien la redacción de la Resolución 2021 de 2018 delimita y contiene los dos requisitos 
previamente indicados, también es cierto que crea parámetros de investigación sobre 
una posible afectación de la independencia del contratista, cuando afirma que el 
inspector de trabajo debe determinar si “el trabajador contratista hace las mismas o 
sustancialmente las mismas labores que realizan los trabajadores del contratante (…)”. 
 
RESULTADOS O HALLAZGOS 
 
Luego de haberse delimitado el escenario actual, respecto a la divergencia jurídica que 
existe en torno a la posibilidad de tercerizar actividades misionales en el outsourcing, en 
relación con las diferentes interpretaciones que se han generado al contenido del artículo 
63 de la Ley 1429 de 2010, es importante revisar las posturas internas que en un caso 
en específico ha tenido el MinTrabajo, que a la par continúa generando incertidumbre 
sobre el asunto. 
 
En el marco de un proceso administrativo sancionatorio, adelantado por el Grupo de 
prevención, inspección, vigilancia y control de la Dirección Territorial del Casanare del 
MinTrabajo, contra algunas empresas del sector palmero, se profirió la Resolución 180 
de 2017, mediante la cual dicha entidad decidió sancionar con multas de hasta 2.360 
SMLMV, a diferentes empresas por presuntamente incumplir el contenido del artículo 63 
de la Ley 1429 de 2010, dado que según el ministerio, contrataba por parte de una 
empresa beneficiaria a otra empresa contratante para “labores propias de su actividad 
misional, permanentes y propias del giro del objeto social.  Afectando los derechos 
constitucionales, legales y prestacionales consagrados en las normas laborales vigentes 
para los trabajadores”. (Ministerio del Trabajo, Dirección Territorial del Casanare, 
Resolución 180, 2017)  
 
Ahora bien, pese a evidenciarse en la parte decisiva de la Resolución 180 de 2017 una 
proposición integral, que se compadece con el contenido del artículo 63 de la Ley 1429 
de 2010, en cuanto integra tanto la contratación por otra modalidad de vinculación que 
además violente los derechos laborales de los trabajadores. Tal integridad no se observa 
en la parte considerativa de la decisión del MinTrabajo, en la cual solo se evidencian 
reparos frente a la contratación por parte de un tercero para realizar actividades 
misionales, pero no respecto a la verdadera violación de derechos laborales. 
 
En la revisión de esta resolución, se observa que de manera amplia y abundante, el 
Grupo de prevención, inspección, vigilancia y control de la Dirección Territorial del 
Casanare del MinTrabajo, se esfuerza en intentar demostrar si la actividad que se 
terceriza es o no misional de la empresa beneficiaria, sin emitir conclusiones o análisis 
determinantes sobre la existencia de violación alguna de los derechos laborales y 
prestacionales de los trabajadores. 
 
En consecución el MinTrabjo indica en la resolución referenciada que: “analizadas las 
actividades (…), se determina que las labores que están desarrollando son de carácter 
misional, continuo y permanente”. Acto seguido, también expone dicha entidad que: 
“para nosotros como ente Ministerial, es claro que como consecuencia de todos estos 
manejos, el personal contratado no cuenta con las mismas prebendas que tendrían si 
estuviere directamente vinculado a la empresa que se beneficia de su prestación 
personal del servicio”, sin que pueda evidenciarse algún argumento contundente, basado 
en material probatorio que reafirme tal conclusión. 
 
Es decir, con el fin de adecuarse al contenido del artículo 63 de la Ley 1429 de 2010, el 
Grupo de Prevención, Inspección, Vigilancia y Control de la Dirección Territorial del 
Casanare del Ministerio del Trabajo, fundamentó principalmente la Resolución 180 de 
2017 en lo que concierne a identificar si se estaba tercerizando una actividad misional, 
pero no en determinar objetiva y probatoriamente si se había violado algún derecho 
laboral y prestacional de los trabajadores. 
 
A la anterior conclusión no se llega por la lectura simple de la resolución, sino que se 
encuentra soportada en lo indicado por la Dirección Territorial del Casanare del 
MinTrabajo, que en Resolución 201 del 26 de julio de 2018, al desatar el recurso de 
apelación presentado contra la Resolución 180 de 2017, proferida por el Grupo de 
prevención, inspección, vigilancia y control de la Dirección Territorial del Casanare, indicó 
que: 
 
A pesar de utilizarse la figura de la tercerización la cual es autorizada por el miso CST a 
través del contratista independiente, no se logró demostrar que la empresa (…) utilice 
este mecanismo para así desmejorar o quebrantar los derechos laborales y 
prestacionales de esos trabajadores tercerizados. (Ministerio del Trabajo, Dirección 
Territorial del Casanare, Resolución 201, 26 de julio, 2018)  
 
Tal decisión revoca las multas impuestas en primera instancia por el mismo MinTrabajo, 
encontrando que se estaba bajo el amparo de la figura de la tercerización laboral, pero 
que en ningún momento se violentaron o trasgredieron los derechos laborales y 
prestacionales de los trabajadores tercerizados. 
 
El punto relevante no es la demostración fáctica y probatoria sobre la real existencia o 
no de trasgresión, sino evidenciar cómo el MinTrabajo, sea en sus decretos o en sus 
resoluciones en procesos administrativos sancionatorios, tiene concepciones diferentes 
sobre el entendimiento que debe darse al contenido del artículo 63 de la Ley 1429 de 
2010, como se puede observar en el caso evidenciando, en punto de las diferentes 
posturas del Grupo de prevención, inspección, vigilancia y control de la Dirección 
Territorial del Casanare del MinTrabajo y de la Dirección Territorial del Casanare del 
mismo ministerio. 
En el caso expresado, una autoridad administrativa refleja posturas diferentes del mismo 
tema, que no están soportadas en desarrollos conceptuales o argumentativos claros, 
sino que en sedes de instancia manifiesta su parecer o no frente a la interpretación del 
artículo 63 de la Ley 1429 de 2010 al momento de analizar un caso concreto. 
 
No es poca la importancia que debe darse al presente tema, en tanto las mismas 
entidades administrativas tienen como precedente, por un lado, un sinnúmero de normas, 
entre leyes y decretos que regulan la materia, y por otro lado, pronunciamientos judiciales 
que no concluyen puntualmente sobre la interpretación que debe darse al artículo 63 de 
la Ley 1429 de 2010, para fundamentar sus decisiones administrativas, decisiones que, 
con sustento en la problemática anterior, son fuentes de inseguridad jurídica. 
 
Tal inseguridad jurídica no se circunscribe a un tema meramente conceptual, pues las 
manifestaciones del MinTrabajo en el curso de procesos administrativos sancionatorios 
que impongan multas, son el reflejo de la expresión del mismo Estado, pues en algunos 
casos también tiene responsabilidad hacia los particulares, cuyas decisiones generaron 
algún perjuicio. 
 
Si bien este ministerio tiene dentro de sus funciones la adopción de estrategias para la 
creación de empleo estable permanente, con garantías prestacionales y salariales, 
conforme lo contempla el artículo 7 de la Ley 1444 de 2011, continúa siendo una entidad 
perteneciente a la rama ejecutiva del poder público del orden nacional, y las decisiones 
o normas proferidas por los funcionarios que lo componen pueden generar 
responsabilidad de la Nación, dependiendo del grado de afectación injustificada que la 
manifestación respectiva genere a un tercero. 
 
Cuando la decisión de un inspector del trabajo en desarrollo de un proceso administrativo 
sancionatorio se torna abiertamente contraria al ordenamiento jurídico, puede ser 
atacada judicialmente haciendo uso de los mecanismos legales que la normatividad 
colombiana ha establecido para el efecto, particularmente utilizando acciones de nulidad 
y restablecimiento del derecho, contempladas en el artículo 138 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
Estas acciones, aparte de buscar que un juez administrativo declare la nulidad de un 
determinado acto administrativo, también consagran un segundo componente 
correspondiente al restablecimiento del derecho de la persona afectada con la decisión 
de la administración, que en la mayoría de los casos contiene un aspecto económico, 
concerniente a la indemnización de perjuicios que tal determinación de la administración 
generó a un particular o un tercero. 
 
De esta manera, cuando la decisión del MinTrabajo consagrada en un acto administrativo 
sancionatorio ha impuesto una multa cuantiosa a determinada persona natural o jurídica, 
por considerar que se ha utilizado de manera ilegal la figura de la tercerización laboral, 
sin que se cuente con una estructura argumentativa y probatoria fuerte, que denote la 
real tercerización de actividades misionales en desmedro de los derechos laborales de 
las personas, tal decisión puede ser derogada en una acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho por parte de un juez administrativo. 
 
La declaratoria de nulidad del acto administrativo sancionatorio, lleva consigo el 
pronunciamiento de la jurisdicción contenciosa sobre el restablecimiento del derecho a 
que se hace acreedor el tercero o particular afectado con la decisión ilegal y/o 
injustificada del ministerio, que desatendiendo la normatividad declaró como ilegal, vía 
proceso administrativo sancionatorio, una actuación de tercerización laboral que si bien 
correspondió a actividades misionales, no afectó de manera alguna los derechos 
laborales y prestacionales de los trabajadores. 
 
Tal restablecimiento del derecho estará compuesto por la eliminación o anulación de la 
multa impuesta en el proceso administrativo sancionatorio, y el eventual pronunciamiento 
a los perjuicios generados con esta determinación, no ajustada al ordenamiento jurídico 
y con consecuencias económicas adversas para la Nación, como responsable de las 
decisiones proferidas por el MinTrabajo. 
 
Adicionalmente, los funcionarios cuyas decisiones fueron declaradas ilegales por la 
jurisdicción contenciosa administrativa, podrán ser responsabilizados patrimonialmente 
con el Estado, en consecuencia con los fallos arbitrarios que ocasionaron medidas 
económicas al estado. 
 
En este punto, es necesario prestar especial atención al resultado de los procesos 
judiciales en los cuales se demande la nulidad de los actos administrativos expedidos 
por el MinTrabajo, que en desarrollo de un proceso administrativo sancionatorio por 
presunta tercerización ilegal, imponga sanciones a empresas fundamentándose 
exclusivamente en la tercerización de una actividad misional, sin corroborar al requisito 
esencial de la violación de los derechos laborales y prestaciones de los trabajadores, 
contenidos en la normatividad laboral vigente. 
 
Actualmente, para los actores del sector productivo y generación de empleo, es difuso el 
escenario respecto a la tercerización laboral por la modalidad de outsourcing, en 
consideración a la multiplicidad de regulaciones normativas que contrarían el supuesto 
original del artículo 63 de la Ley 1429 de 2010. Pese a que existe el compromiso y 
obligación legal de respetar los derechos laborales y prestacionales de todos los 
trabajadores, y que la tercerización no puede ser obstáculo para garantizar la efectividad 
de derechos, sí genera incertidumbre sobre la tercerización en el marco de la legalidad, 
cuando diferentes regulaciones normativas y posturas en procesos sancionatorios varían 








En primer lugar, el entendimiento que las autoridades judiciales y administrativas deben 
darle a las diferentes normas sobre tercerización laboral, especialmente al artículo 63 de 
la Ley 1429 de 2010 y las normas que la desarrollan, buscando solventar la incertidumbre 
jurídica que se presenta frente a la posibilidad de tercerizar actividades misionales, en el 
marco de los procesos productivos de las empresas, debe ser que la tercerización laboral 
es ilegal cuando al emplearse confluyen dos elementos: 
- Que se trate de otra modalidad de vinculación, naturalmente diferente a la 
contratación directa mediante contrato de trabajo por parte del contratante. 
- Que dicha vinculación afecte los derechos constitucionales, legales y prestaciones 
consagrados en la normatividad laboral. 
Es decir, la sola tercerización de actividades misionales por parte de las empresas que 
sí respeten y garanticen los derechos laborales y prestacionales de los trabajadores, no 
pueden considerarse ilegales, ni ser sancionadas las empresas que tercerizan de esta 
forma por parte del MinTrabajo, en tanto con dicha actuación no cumplen los requisitos 
del artículo 63 de la Ley 1429 de 2010. 
En definitiva, el Ministerio del Trabajo con la expedición del Decreto 583 de 2016, 
Resolución 5670 de 2016 y la Resolución 2021 de 2018, ha generado gran incertidumbre 
jurídica sobre el alcance que debe darse al contenido del artículo 63 de la Ley 1429 de 
2010, en el punto de intentar sancionar la sola tercerización de actividades misionales 
permanentes, o lo que es lo mismo, catalogar dicha tercerización como ilegal, sin tener 
en cuenta si se están garantizando los derechos laborales y prestacionales de los 
trabajadores contenidos en la normatividad colombiana.  
Este ministerio y sus diferentes dependencias han tenido concepciones desiguales y 
contrarias en punto de las opciones legales que permite el artículo 63 de la Ley 1429 de 
2010, respecto a las opciones de tercerización laboral, evidenciándose divergencia 
jurídica y de criterios entre las propias dependencias del MinTrabajo, en particular entre 
el Grupo de prevención, inspección, vigilancia y control de la Dirección Territorial del 
Casanare y la Dirección Territorial del Casanare del mismo ministerio, teniendo en cuenta 
el caso analizado. 
Las decisiones proferidas por el MinTrabajo en el curso de procesos administrativos 
sancionatorios que declaran como ilegal una forma de tercerización por el solo hecho de 
tratarse de actividades misionales, sin tener en cuenta si se afectan o no los derechos 
laborales y prestaciones de los trabajadores, genera, per se, imposición de multas de 
hasta 5.000 SMLMV. Como dichas multas se consagran en actos administrativos que 
luego pueden ser demandados ante la jurisdicción contenciosa, que puede anular los 
mismos y ordenar un restablecimiento del derecho en favor del particular o empresa 
afectada con la decisión ilegal del MinTrabajo, se genera responsabilidad patrimonial del 
Estado e incluso, responsabilidad personal y patrimonial de los funcionarios que 
profirieron las decisiones administrativas declaradas judicialmente nulas, vía acción de 
repetición. 
La iniciación de la acción de repetición contra el funcionario responsable de la expedición 
del acto administrativo cuya declaratoria de nulidad le generó un perjuicio económico al 
Estado, representa una obligación del representante legal de la entidad. La omisión en 
la iniciación de tal acción de repetición puede acarrear responsabilidad disciplinaria del 
jefe de la entidad, por lo que con las eventuales declaratorias de nulidad y 
restablecimiento del derecho de actos administrativos sancionatorios en investigaciones 
por tercerización ilegal iniciadas por el Ministerio del Trabajo, que desconocieron los 
postulados del artículo 63 de la Ley 1429 de 2010, generará indudablemente, 
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